	


SALA CONSTITUCIONAL

Magistrado-Ponente: JOSÉ M. DELGADO OCANDO

 

Mediante oficio n° 87 del 18 de febrero de 2002, el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia remitió a esta Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia el expediente n° 2631, de la nomenclatura de dicho Juzgado Superior, contentivo de la acción de amparo constitucional interpuesta por PETROQUÍMICA DE VENEZUELA S.A. (PEQUIVEN), representada judicialmente por el abogado Leonte Landino Martínez, inscrito en el Instituto de Previsión Social del Abogado bajo el n° 8.304, contra la sentencia dictada el 18 de septiembre de 2000, por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, la cual declaró con lugar la solicitud de calificación de despido intentada por la ciudadana Isel Soraya Cepeda Báez, titular de la cédula de identidad n° 7.605.026 y ordenó a la accionante el reenganche y pago de salarios caídos a dicha ciudadana.

 

Dicha remisión obedece a la apelación interpuesta el 7 de febrero de 2002 por la mencionada ciudadana, de conformidad con lo previsto en el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, contra el fallo dictado por el tribunal emisor, el 29 de octubre de 2001, mediante el cual declaró con lugar la presente acción de amparo constitucional.

 

El 27 de febrero de 2002, se dio cuenta en Sala, y se designó ponente al Magistrado doctor José M. Delgado Ocando, quien con tal carácter suscribe la presente decisión.

 

Pasa la Sala a decidir, previas las consideraciones siguientes:

 
I
ANTECEDENTES DEL CASO

1.- El 28 de enero de 2000, el Juzgado del Municipio Miranda de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia declaró con lugar la solicitud de calificación de despido incoada por la ciudadana Isel Soraya Cepeda Báez, antes identificada, y ordenó, en consecuencia, “el reenganche de la reclamante (...) con el correspondiente pago de los salarios caídos”.

 

2.- El 4 de febrero de 2000, el apoderado judicial de Petroquímica de Venezuela, S.A. apeló la anterior decisión.

 

3.- El 18 de septiembre de 2000,  el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia dictó sentencia, mediante la cual declaró sin lugar la apelación interpuesta por la demandada, y ratificó, en su parte dispositiva, lo ordenado por el fallo apelado.

 

4.- El 9 de abril de 2001, el representante judicial de  Petroquímica de Venezuela, S.A. interpuso acción de amparo constitucional contra dicha decisión, ante el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.

 

5.- El  29 de octubre de 2001, dicho Juzgado Superior declaró con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta, por dictaminar que el fallo accionado incurrió en violación del numeral 4 del artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el cual consagra el derecho de toda persona a ser juzgada  por sus jueces naturales.

 

6.- El 7 de febrero de 2002, la apoderada judicial de la ciudadana Isel Soraya Cepeda Báez apeló dicha sentencia, y el 18 de febrero de 2002, dicho tribunal remitió el expediente a esta Sala Constitucional a objeto del conocimiento de dicho recurso. 

II

ALEGATOS DE LA ACCIONANTE

 

Adujo la accionante, que el fallo accionado transgredió el debido proceso, establecido en el artículo 49 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, y en tal sentido señaló lo siguiente:

 

1.- Que dicha decisión “confirmó el fallo dictado por la juez del mérito, ordenó el reenganche de la reclamante a sus labores habituales y el pago de los salarios caídos, sin potestad jurídica para mi representada, de poner fin al juicio, por los medios indicados en el artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, y en base a una acogida absurda y declinante (sic) del artículo 24 de la Ley que reserva al Estado la industria comercio (sic) de los hidrocarburos, catalogándola como ‘estabilidad absoluta’, otorgándole a los trabajadores de la industria petrolera una apropiada y anticonstitucionalista (sic) ubicación de preponderancia y privilegio frente al comun (sic) de los trabajadores”.

 

2.- Que la accionada “violó las normas del debido proceso, en contra de los intereses patrimoniales de (...) la empresa Pequiven y por ende, por ser una empresa del Estado Venezolano, contra los intereses de la nación”.

 

3.- Que se solicitó “a la referida juez (del Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia) (...) y se le alertó, sobre su incompetencia funcional para conocer de la reclamación indicada, pues la misma reclamante, fundamentó su petición en el hecho que no podía ser despedida (...) por el hecho de haber estado suspendida de su trabajo, según constancias medicas (sic) privadas que acompañó a su solicitud y de conformidad con el artículo 96 de la Ley Orgánica del Trabajo”.

 

En tal sentido, advirtió que “cuando el trabajador despedido se encuentre amparado por una de las causales previstas en dicha norma, su despido debe ser calificado por el respectivo Inspector del Trabajo de la jurisdicción, y no por la jurisdicción laboral judicial (sic), a tenor de lo establecido en (...) la Ley Orgánica del Trabajo (Artículo 449 y siguientes de la misma ley), que otorga especificamente (sic) la competencia para calificar a un trabajador que goze (sic) de fuero de inamovilidad al ente administrativo (Inspector del Trabajo)”.

 

Sobre el punto, finalmente, afirmó que “cualquier pronunciamiento en contra o a favor (...) debe ser dictada por la competente autoridad atribuida en la Ley”, y que la sentencia accionada violó “la garantía (...) al debido proceso, y de  ser juzgada por la correspondiente jurisdicción administrativa (procedimiento del artículo 453 de la Ley Orgánica del Trabajo)”.

 

4.- Que la decisión accionada en amparo constitucional la declaró confesa, “sin que se hubiesen cumplido las circunstancias que hacen procedente dicha declaratoria”.

 

5.- Que el fallo dictado por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia “dio por demostrado que la accionante padecía de una enfermedad por pruebas que para su validez en juicio, la misma ley exige que sean demostradas por medios expresos”.

 

Respecto de dicho alegato, indicó que el artículo 431 del Código de Procedimiento Civil señala que “los documentos privados emanados de terceros que no son parte en el juicio ni causantes de las mismas, deberán ser ratificados por el tercero mediante la prueba testimonial”, lo cual no ocurrió, con lo cual, el sentenciador “dió (sic) carácter legal a instrumentos (constancias médicas) que de acuerdo a la Ley procesal de orden público, carecían de valor”.

 

6.- Que el presunto agraviante, esto es, el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, hizo caso omiso en su decisión, a lo dispuesto por el artículo 126 de la Ley Orgánica del Trabajo, ya que “en el acto respectivo (Petroquímica de Venezuela, S.A.) consignó los salarios caídos de la reclamante, dio cumplimiento al artículo 125 (eiusdem)” y aun cuando dicha empresa solicitó fuera declarado, dicho tribunal no proveyó la terminación del procedimiento.

III
DE LA COMPETENCIA

 

Debe previamente esta Sala determinar su competencia para conocer de la presente apelación, y a tal efecto observa:

 

Que en sentencias del 20 de enero de 2000 (Casos Emery Mata Millán y Domingo Ramírez Monja), este Tribunal Supremo de Justicia en Sala Constitucional, determinó los criterios de competencia en materia de amparo constitucional, a la luz de lo dispuesto en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela. Específicamente, en relación a las apelaciones y a las consultas de ley que establece el artículo 35 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, sostuvo expresamente lo siguiente:

 

“...corresponde a esta Sala conocer las apelaciones y consultas sobre las sentencias de los Juzgados o Tribunales Superiores aquí señalados, de la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y las Cortes de Apelaciones en lo Penal, cuando ellos conozcan la acción de amparo en Primera Instancia...”.

 

Observa esta Sala que, en el presente caso, la sentencia apelada fue dictada por el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, el cual actuó como tribunal de primera instancia competente para conocer de la acción de amparo ejercida por Petroquímica de Venezuela, S.A., contra la decisión dictada el 18 de septiembre de 2000 por el  Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial.
 

Siendo ello así, esta Sala –en atención al criterio sostenido en el fallo parcialmente transcrito- resulta competente para conocer de la presente apelación, y así se declara.

 

IV
DEL FALLO ACCIONADO

 

La sentencia dictada el 18 de septiembre de 2000 por  el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, declaró sin lugar la apelación interpuesta por Petroquímica de Venezuela contra el fallo dictado el 28 de enero de 2000, por el Juzgado del Municipio Miranda de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.

 

En su parte motiva, dicho fallo expresó que Petroquímica de Venezuela, S.A. se encontraba comprendida en la industria petrolera, por lo que aplicó el artículo 24 de la Ley que Reserva al Estado el Comercio, Exploración y Explotación de los Hidrocarburos, el cual dispone que los trabajadores de dicha industria gozan de “estabilidad absoluta”, y la cual “se aplica en su integridad de conformidad con el principio establecido en el artículo 89 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela Orindinal 3° (sic) como obligatoria y preferente”.

 

De igual forma, dicho tribunal declaró confesa a la empresa demandada, por aplicación del artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo, el cual dispone:

 

“Artículo 116. Cuando el patrono despida a uno (1) o más trabajadores deberá participarlo al Juez de Estabilidad Laboral de su jurisdicción, indicando las causas que justifiquen el despido dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes, y de no hacerlo se le tendrá por confeso en el reconocimiento de que el despido lo hizo sin justa causa (...)”.

 

En tal sentido, juzgó el presunto agraviante, que la demandante no cumplió con la carga impuesta por el artículo transcrito, así como también se verificaron los requisitos para que dicha confesión surtiera efectos, esto es: “a) que el solicitante sea trabajador del patrono citado al procedimiento; b) que haya sido despedido, y; c) la no comparecencia de la accionada al acto de contestación”.

 

Con base en las consideraciones anteriores, dicho tribunal finalmente declaró:

“SEGUNDO: CON LUGAR la Solicitud de Calificación de Despido intentada por la ciudadana ISEL SORAYA CEPEDA BÁEZ, contra la empresa PETROQUÍMICA DE VENEZUELA, S.A. (PEQUIVEN, S.A.) suficientemente identificada,

 

TERCERO: IMPROCEDENTE la compensación de acreencias alegada por el apoderado judicial de la empresa PETROQUÍMICA DE VENEZUELA (PEQUIVEN, S.A.) por las razones expuestas previamente,

 

CUARTO: Se ordena a la perdidosa reenganchar a la ciudadana ISEL SORAYA CEPEDA BÁEZ, en las mismas condiciones de trabajo en que se encontraba al momento del despido,

 

QUINTO: Se ordena igualmente a la perdidosa pagar los salarios caígos (sic) a la trabajadora con todos los beneficios económicos que le hayan otorgado las leyes de la República y la Convención Colectiva correspondiente, tal como si no hubiera sido separada de su cargo, con la expresa advertencia de observar las normas legales o cláusulas correspondientes al salario mínimo de trabajadores en el marco legal aplicable,

 

SEXTO: Se le hace saber a la empresa condenada en este fallo que no le está dado subrogar el reenganche de la accionante con el equivalente adicional, se explica, la accionada no podrá hacer uso de lo establecido en el artículo 125 de la Ley Orgánica del Trabajo, por gozar de Estabilidad Laboral prevista en el artículo 24 de la Ley Orgánica que Reserva la Industria y el Comercio de los Hidrocarburos,

 

SÉPTIMO: Se ordena realizar experticia complementaria del fallo (...),

 

OCTAVO: De conformidad con lo establecido en el artículo 274 del Código de Procedimiento Civil, se condena en costas a la parte demandada por haber resultado totalmente vencida”.  


 

V

 DEL FALLO APELADO

 

La sentencia dictada el 29 de octubre de 2001, por el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, declaró con lugar la acción de amparo constitucional interpuesta por Petroquímica de Venezuela, S.A. y, en consecuencia, declaró nula la sentencia dictada el 18 de septiembre de 2000, por  el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial.

 

Dicho Juzgado Superior dictaminó que se le violó a la accionante su derecho a ser juzgada por sus jueces naturales, consagrado en el artículo 49, numeral 4 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, dado que el fallo accionado fue dictado por una autoridad carente de jurisdicción.

 

En tal sentido, apuntó que la parte actora en el juicio principal “basó su calificación de despido en estado de enfermedad por lo que pretendió la inamovilidad que establece el artículo 96 de la Ley Orgánica del Trabajo, de cuyo efecto deriva que el competente lo es el Inspector del Trabajo del Estado Zulia”.

Adicionó el sentenciador, que “es incontrovertible que en el caso sub examine se trastocó al juez natural habida consideración que la competencia para conocer, sustanciar y decidir la calificación de despido intentada (...) lo era el Inspector del Trabajo (...) por lo que la sentencia que decidió la calificación de despido, fulmina la garantía constitucional establecida en el artículo 49, numeral 4 de la Constitución (...) referente al debido proceso y al derecho a que toda persona sea juzgada por sus jueces naturales. Consecuencialmente, esta acción de amparo como se declaró en la Audiencia Constitucional es procedente en derecho”.

 

Igualmente, señaló que, de conformidad con la Ley de Conversión del Instituto Venezolano de Petroquímica, se transformó a dicho Instituto en una sociedad mercantil, y se estableció que la misma “tiene por objeto el ejercicio de las industrias petroquímica, carbónica y similares, mediante el estudio, establecimiento y desarrollo de plantas y servicios destinados al aprovechamiento de minerales, hidrocarburos y cualesquiera otros productos que guarden relación con dichas industrias, así como la comercialización nacional e internacional de los productos de las referidas industrias”, por lo que yerra –a su entender- el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, al considerar a la demandante una empleada de la industria petrolera y, por ende, amparada con “estabilidad absoluta”.
 

VI
DE LA APELACIÓN INTERPUESTA

 

La ciudadana Isel Soraya Cepeda Báez sostuvo como fundamento de su apelación interpuesta contra el fallo dictado el 29 de octubre de 2001, por el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, lo siguiente:

 

1.- Que Petroquímica de Venezuela S.A., aunque “argumentó y denunció el defecto de jurisdicción desde el mismo momento de la consignación de su escrito de contestación”, interpuso recurso de apelación contra la sentencia dictada el 28 de enero de 2000 por el Juzgado del Municipio Miranda de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, por lo que, en consecuencia, conoció de dicho recurso el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial, y ante este último tribunal, la empresa demandada no solicitó “la pertinente regulación de competencia, aunado al hecho de que la sentencia dictada (...) se encuentra definitivamente firme adquiriendo los efectos y el carácter de la cosa juzgada”.

 

Sobre el punto, afirmó que ante un caso análogo, esta Sala Constitucional, en sentencia del 29 de mayo de 2001 (Caso: Santa Fe Drilling Venezuela, C.A.), declaró inadmisible una acción de amparo constitucional contra sentencia “porque debía ejercerse la regulación de jurisdicción”.

 

2.- Que el fallo apelado se limitó a declarar nula la sentencia dictada por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, sin precisar acerca de las demás actuaciones realizadas en el proceso, lo cual –a su entender- sería violatorio de su derecho a la defensa.

 

3.- Que en el dispositivo de la sentencia apelada, se le señala, al igual que a sus apoderados judiciales como presuntos agraviantes, lo cual no es cierto, ya que, en todo caso, el presunto agraviante sería el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia. 

 

Sobre el punto, señaló que el dispositivo del fallo apelado expresa lo siguiente: “Se deja constancia que son apoderados judiciales de la parte presuntamente agraviada los profesionales del derecho LEONTE LANDINO MARTÍNEZ, SERGIA VALBUENA DE LANDINO y ALEJANDRO BASTIDAS, y de la parte presuntamente agraviante sus apoderados judiciales, los profesionales del derecho AUGUSTO RODRÍGUEZ y MARÍA CECILIA MÉNDEZ (...)”.

 

Por los motivos arriba señalados, solicitó a esta Sala declare inadmisible la presente acción de tutela constitucional, “en atención a lo dispuesto en el artículo 6 numeral 4 de la Ley Orgánica Sobre Derechos y Garantías Constitucionales (sic)”, dado que existió –a entender de la apelante- consentimiento tácito de la accionante respecto de las denuncias de violación a derechos y garantías constitucionales realizadas.

VII

MOTIVACIÓN PARA DECIDIR

 

Observa esta Sala, que la presente acción de amparo constitucional fue interpuesta con motivo de un procedimiento de estabilidad laboral iniciado por la apelante contra Petroquímica de Venezuela, S.A., en el que la trabajadora alegó estar amparada por inamovilidad, basada en causa por enfermedad.

 

Dicha afectación de la salud alegada por la trabajadora, ocasionaría la suspensión de la relación de trabajo, en los términos expuestos por el literal “b” del artículo 94 de la Ley Orgánica de Trabajo, con lo cual, a objeto del despido de dicha trabajadora, el patrono, por mandato del artículo 96 eiusdem, debe ceñirse al procedimiento establecido en el Capítulo II del Título VII de la misma Ley.

 

Ante la falta de tal procedimiento, la trabajadora, de conformidad con lo establecido en el artículo 454 eiusdem, “podrá, dentro de los treinta (30) días continuos siguientes, solicitar ante el Inspector del Trabajo el reenganche o la reposición a su situación anterior”, lo cual tampoco ocurrió, ya que la misma solicitó calificación de despido por ante el Juzgado del Municipio Miranda de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.  

 

En tal sentido, la accionante alegó que la sentencia dictada por dicho tribunal, así como igualmente la proferida por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, quien conoció dada la apelación interpuesta por la misma, violaron su derecho a ser juzgada por sus jueces naturales, consagrado en el artículo 49, numeral 4 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, dado que dichos órganos judiciales no tenían jurisdicción para conocer de dicha causa, y en cambio, a quien correspondía el trámite de la misma, era a la Inspectoría del Trabajo correspondiente.   

 

Respecto de la falta de jurisdicción, esta Sala apuntó en su sentencia n° 874 del 29 de mayo de 2001 (Caso: Santa Fe Drilling Venezuela, C.A.), que “puede ocurrir en dos supuestos; a) cuando existe un conflicto del poder jurisdiccional con la administración publica; y b) cuando el conflicto es entre la jurisdicción nacional y la jurisdicción  extranjera, es decir cuando el juez venezolano no puede conocer del asunto por corresponder dicho conocimiento al juez extranjero”, habiéndose producido tal circunstancia en el presente caso –a decir de la accionante- de la manera expuesta en la primera hipótesis planteada en dicho fallo.

 

Ahora bien, esta Sala advierte que por mandato del artículo 6, numeral 5 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, no se admitirá la acción de amparo constitucional “cuando el agraviado haya optado por recurrir a las vías judiciales ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes”, lo cual ha sido interpretado por esta Sala, en su sentencia n° 2369 del 23 de noviembre de 2001 (Caso: Mario Téllez García), oportunidad en la que se precisó lo siguiente:

 

"...la acción de amparo es inadmisible cuando el agraviado haya optado por recurrir a vías ordinarias o hecho uso de los medios judiciales preexistentes; por argumento a contrario es admisible, entonces, si el agraviado alega injuria constitucional, en cuyo caso el juez debe acogerse al procedimiento y a los lapsos establecidos en los artículos 23, 24 y 26 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, a fin de ordenar la suspensión provisional de los efectos del acto cuestionado. Ahora bien, para que el artículo 6.5 no sea inconsistente es necesario, no sólo admitir el amparo en caso de injuria inconstitucional, aun en el supuesto de que el agraviado haya optado por la jurisdicción ordinaria, sino, también, inadmitirlo si éste pudo disponer de recursos ordinarios que no ejerció previamente. De otro modo, la antinomia interna de dicho artículo autorizaría al juez a resolver el conflicto de acuerdo con las técnicas integrativas de que dispone el intérprete (H. Kelsen, Teoría Pura del Derecho, Buenos Aires, Eudeba, 1953, trad, de Moisés Nilve)".  

 

Se concluye, de conformidad con el fallo parcialmente transcrito supra, que a la presente acción de amparo constitucional se le opone la causal de inadmisibilidad señalada, una vez que la accionante tuvo a su disposición el ejercicio del recurso de regulación de la jurisdicción, previsto en el artículo 59 del Código de Procedimiento Civil, el cual era idóneo para restituir su situación jurídica presuntamente infringida y que, según se desprende de autos, no fue ejercido.

 

En tal sentido, esta Sala desecha el alegato de la apelante, quien adujo que  Petroquímica de Venezuela, S.A. consintió tácitamente la presunta lesión constitucional, de conformidad con lo establecido en el artículo 6, numeral 4 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, y sería por tal causa que la presente pretensión de tutela constitucional sería inadmisible, ya que la circunstancia de la no interposición del recurso idóneo en vía ordinaria antecede al cómputo de los seis (6) meses requeridos por dicha norma al objeto de que se configure tal causal de inadmisibilidad.  

 

 Por las razones expuestas, distintas a las manifestadas por la apelante, esta Sala, revoca el fallo apelado, dictado el 29 de octubre de 2001, por el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia y, en consecuencia, declara inadmisible la acción de amparo constitucional interpuesta por Petroquímica de Venezuela, S.A., contra el fallo dictado, el 18 de septiembre de 2000, por el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la misma Circunscripción Judicial. Así se decide.

 

VIII

DECISIÓN
 

Por las razones de hecho y de derecho que anteceden este Tribunal Supremo de Justicia, en Sala Constitucional, administrando justicia en nombre de la República por autoridad de la Ley, declara:

 

1. SIN LUGAR la apelación interpuesta por la ciudadana Isel Soraya Cepeda Báez, contra la sentencia dictada el 29 de octubre de 2001 por el Juzgado Superior del Tránsito y del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia.

 

2. REVOCA el fallo apelado y, en consecuencia, se declara INADMISIBLE la acción de amparo constitucional interpuesta por Petroquímica de Venezuela, S.A.
 

Queda en los términos expresados resuelta la apelación interpuesta.

 

Publíquese, regístrese y remítase el expediente al tribunal de origen.

 

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas, a los 09 días del mes de octubre dos mil dos. Años: 192º de la Independencia y 143º de la Federación.

El Presidente,

 

 

 

IVÁN RINCÓN URDANETA
                         El Vicepresidente,

 

 

 

JESÚS EDUARDO CABRERA ROMERO 

 

Los Magistrados,

 

 

 

ANTONIO JOSÉ GARCÍA GARCÍA                              JOSÉ M. DELGADO OCANDO                                                                                                                                         

                                                                                                          Ponente
 
 

 

 

PEDRO RAFAEL RONDÓN HAAZ 
 

El Secretario,

 

 

 

JOSÉ LEONARDO REQUENA CABELLO

 

 

 

JMDO/ns.

Exp. n° 02-0490.

